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        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, febrero nueve de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-004-2009-00006-00
Acta Nro. 39 de febrero 9 de 2009
Decide la Sala la acción de tutela interpuesta por Luis Alberto Botero Ramírez contra la Comisión de Carrera de la Fiscalía General de la Nación.
ANTECEDENTES
   



Actuando en su propio nombre, Luis Alberto Botero Ramírez instauró acción de tutela en contra de la Comisión de Carrera de la Fiscalía General de la Nación con el fin de que se le protejan sus derechos a la igualdad, el trabajo, derechos del ciudadano y la presunción de buena fe y, en consecuencia, se le indique cuál es el puntaje que obtuvo y el puesto que ocupa en el registro definitivo de elegibles de la Fiscalía General de la Nación, y que se vigile el proceso de nombramientos que deben efectuarse a raíz del concurso de méritos que superó.
Para justificar sus pretensiones dice el actor que participó en la convocatoria 001-2007 para acceder al cargo de Fiscal Delegado ante los Juzgados Penales Municipales o Promiscuos Municipales; que obtuvo un puntaje de 61 puntos en la etapa eliminatoria, 86 en la prueba específica y 6 en su hoja de vida; que en el listado definitivo de elegibles para la provisión de cargos de Fiscal y otros se indicó erróneamente que en la prueba inicial obtuvo 52 puntos, pero si ello fuera así no hubiese avanzado a las siguientes etapas como efectivamente lo hizo porque realmente obtuvo 61 puntos en dicha prueba; que la calificación que debió recibir su hoja de vida era de por lo menos 68 puntos en razón de su experiencia laboral, ya que acreditó que laboró al servicio de la Fiscalía General de la Nación 3 años, 7 meses y 19 días y presentó una certificación que él mismo suscribió bajo el principio constitucional de buena fe, con la cual da cuenta de su experiencia como abogado litigante de 6 años. 

Finalmente señala que al hacer las correcciones en los puntajes de la prueba escrita y la hoja de vida el puntaje que debería sumar sería de 70 puntos.
La acción fue presentada ante la Corte Suprema de Justicia, allí rechazada por falta de competencia y remitida a esta sede donde por reparto correspondió a este despacho que asumió su conocimiento mediante auto del 27 de enero de 2009 en el cual se dispuso, además, correr traslado por dos días al accionado para que ejerciera su defensa y tener como pruebas los documentos aportados.
Ya vencido ese término se recibió la respuesta (f. 52 y ss.) en la que se alega, en resumen, que la tutela es improcedente en los concursos para proveer cargos, que se han cumplido cabalmente las etapas del proceso y que el accionante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial.   

Para resolver, se tendrán en cuenta estas:
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 

Bajo ese amparo el acá accionante acude pidiendo protección para sus derechos, los que considera vulnerados con la emisión del acto administrativo por medio del cual la Comisión Nacional de Administración de la Carrera de la Fiscalía General de la Nación conformó el registro de elegibles para la provisión de algunos cargos, entre ellos el de Fiscal Delegado ante Jueces Penales y Promiscuos Municipales, dado que el puntaje y puesto que se le asignó son erróneos.
Así la situación, debe precisarse, de entrada, que sobre la procedencia de la acción de tutela, por su misma naturaleza, está suficientemente decantado que ella tiene un alcance restringido, al punto que, de conformidad con lo reglado por el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, será improcedente cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Es lo que ocurre en este caso, pues los argumentos en que se apoya el accionante para deprecar el amparo por esta vía, como son la falta de apreciación de la certificación que él mismo expidió y allegó entre la documentación presentada para la admisión al concurso, la errada calificación que por ello y otras razones obtuvo su hoja de vida, y la diferencia entre el puntaje que dice haber obtenido en la prueba escrita inicial y el que se consignó en el listado de elegibles, tienen expedito el camino judicial ordinario con el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho pertinente ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase de garantías para remediar los que el demandante considera errores de la entidad que convocó al concurso, y llegado el caso, producir la indemnización de los perjuicios que eventualmente se causen.

Y es que, reservada como lo es esta clase de debates al juez natural por la connotación propia que un asunto de esta estirpe implica, le está vedado al constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de la acción de tutela.  Sobre el particular, trajo la Corte Constitucional a colación el siguiente aparte en su sentencia T-634 de 2006: 

  


“La Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, es el instrumento jurídico específico que  puede utilizar  el actor para solicitar de la Jurisdicción Contencioso Administrativo la declaratoria de nulidad  del acto administrativo; esto es, para plantear su pretensión orientada a la pérdida de su eficacia jurídica por la ocurrencia de un vicio que afecta su validez (ilegalidad, incompetencia, forma irregular, etc..) y que, en consecuencia, se le restablezca en su derecho o se le  repare el daño”
.

Ahora bien, aceptando que en determinados casos, pese a existir ese medio de defensa judicial se pueda causar al afectado un perjuicio irremediable, es lo cierto que el mismo sólo se estructura cuando su gravedad e inminencia son tales que si no se evitan por esta vía se tornarían irreparables. En ese sentido se ha pronunciado también la Corte Constitucional, como lo hizo en la sentencia T-885 de 2008 en la que dijo:
“La figura del perjuicio irremediable necesaria para la procedencia de la acción de tutela como mecanismo transitorio, demanda que se acredite concurrentemente, (1) que el perjuicio que se alega es inminente, es decir que, “amenaza o está por suceder prontamente”.
[11] En otras palabras, que no se trata de una expectativa hipotética de daño sino que de acuerdo a evidencias fácticas que así lo demuestren, de no conjurarse la causa perturbadora del derecho, el perjuicio alegado es un resultado probable.”

Pero en el caso bajo examen, no está acreditada la existencia de algún perjuicio inminente y la verdad es que el accionante ni siquiera mencionó que estuviese amenazado por la ocurrencia de alguno, lo cual elimina cualquier posibilidad de tutelar sus derechos, como ya se dijo, porque su protección está reservada legal y constitucionalmente a un medio de defensa judicial ordinario.
En tales condiciones resulta innecesario ahondar en análisis de otro tipo, y por ello, sin más, la petición será denegada.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley NIEGA la protección invocada por el señor Luis Alberto Botero Ramírez contra la Comisión de Carrera de la Fiscalía General de la Nación 
Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

En caso de que no sea impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
(Ausente con permiso)










� Sentencia T-343 de 2001 M.P. Rodrigo Escobar Gil.


�[11] Corte Constitucional. Sentencia T-225 de 1993; M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Sentencia T-885 de 2008 M.P. Jaime Araújo Rentería.





2

[image: image3.png]


_1214118482

